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Córdova, la Jueza Grana Martínez y el Juez Bonilla 

Ortiz. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 En San Juan, Puerto Rico a 9 de agosto de 2016. 

El Sr. Antonio Saad Marrero (en adelante, “el 

peticionario”) presentó un recurso de certiorari 

mediante el cual solicitó la revisión de una 

Resolución del Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Carolina, que declaró no ha lugar una solicitud de 

nulidad de venta judicial.  

Por los fundamentos que se exponen a 

continuación, expedimos el auto de certiorari y 

REVOCAMOS la resolución recurrida. 

I. 

El 25 de abril de 2011, Scotiabank de Puerto Rico 

(“el recurrido” o “Scotiabank”) presentó una demanda 

de cobro de dinero y ejecución de hipoteca contra el 

peticionario, Antonio J. Saad Marrero. En síntesis, 

Scotiabank alegó que el peticionario dejó de pagar las 

mensualidades de su hipoteca desde el 1ero de 

noviembre de 2010, que adeuda la cantidad de 
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$191,034.75 de principal, más intereses al 7.25% 

anual, cargos por demora mensuales, más las cantidades 

debidas de contribuciones e impuestos, primas de 

seguro contra riesgo, y seguro de hipoteca, más 

$19,800.00 para costas, gastos y honorarios de 

abogado. La hipoteca se constituyó mediante la 

Escritura 69 ante el notario David García Medina en 

garantía de un pagaré a favor de Metro Island 

Mortgage, Inc. o a su orden por la suma de 

$198,000.00. La propiedad está localizada en el 

Condominio Coral Beach en Carolina.  

Luego de varios trámites procesales, el 

peticionario contestó la demanda mediante la cual negó 

que la deuda fuera líquida y negó que residiera en la 

propiedad objeto del pleito. 

El 24 de abril de 2013, Scotiabank presentó una 

Moción solicitando Sentencia Sumaria. Junto con la 

moción, acompañó copia de la escritura de hipoteca, 

copia del pagaré endosado a favor de Metro Island 

Mortgage, Inc., copia de una certificación registral 

del Registro de la Propiedad de Carolina y una 

declaración jurada. El 18 de julio de 2013, el 

peticionario presentó una Oposición a Sentencia 

Sumaria en la que aceptó la existencia de la deuda y 

la hipoteca pero cuestionó la legitimidad de 

Scotiabank para instar la demanda. Ello porque del 

pagaré hipotecario a favor de Metro Island Mortgage, 

Inc., no surgía ningún endoso a favor de Scotiabank de 

Puerto Rico. Ante esto, Scotiabank presentó una 

Réplica a Oposición a Sentencia Sumaria en la que 

acompañó copia del pagaré endosado a favor de 

Scotiabank de Puerto Rico. 
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El 29 de julio de 2013, notificada el 28 de 

agosto de 2013, el tribunal de primera instancia dictó 

sentencia sumaria. El 12 de octubre de 2013, el 

peticionario presentó una moción de reconsideración en 

la que alegó que la propiedad a ejecutarse era 

residencial y que aplicaba la Ley 184-2012. Ante esto, 

Scotiabank expresó que la propiedad objeto del 

presente caso no constituye la residencia principal 

del peticionario conforme la declaración jurada que se 

había presentado en apoyo a la solicitud de 

emplazamiento por edictos. Cabe mencionar que de la 

propia contestación a demanda surge que el 

peticionario no reside en la propiedad objeto del 

pleito. 

El foro primario declaró no ha lugar la moción de 

reconsideración. La Secretaría del Tribunal notificó 

dicha denegatoria bajo el formulario incorrecto, por 

lo que posteriormente, el 18 de febrero de 2016, se 

re-notificó bajo el formulario correcto, OAT-082.  

El 23 de noviembre de 2015, Scotiabank presentó 

una moción junto con la cual acompañó los documentos 

complementarios para llevar a cabo la venta judicial: 

notificación realizada al peticionario por correo 

certificado del edicto de subasta y la publicación de 

los edictos en lugares públicos de Carolina. 

Posteriormente, el peticionario presentó una Moción 

Urgente solicitando Nulidad de Venta Judicial, en la 

que alegó que Scotiabank no notificó a la 

representación legal el aviso de venta judicial, 

conforme la Regla 51.7 de Procedimiento Civil en 

violación a su debido proceso de ley. En la Réplica a 

Moción solicitando Nulidad de Venta Judicial, 
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Scotiabank aceptó que no notificó a la representación 

legal del peticionario y manifestó que se trató de un 

error involuntario el no haber enviado copia del aviso 

de subasta. 

El tribunal de primera instancia declaró no ha 

lugar la moción de nulidad de la venta judicial el 7 

de marzo de 2016. El peticionario presentó una moción 

de reconsideración que también fue declarada no ha 

lugar mediante orden notificada el 27 de mayo de 2016. 

Inconforme con tal dictamen, el peticionario 

presentó el recurso que nos ocupa y señaló el 

siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia 

al no decretar la nulidad de la venta 

judicial a pesar de que el aviso de subasta 

no fue notificado a la representación legal 

del deudor, lo cual constituye una clara 

violación al debido proceso de ley y las 

disposiciones de la Regla 51.7 de 

Procedimiento Civil. 

 

 Vista la petición de certiorari, emitimos una 

Resolución el 18 de julio de 2016 en la que ordenamos 

a Scotiabank Puerto Rico a expresarse en cuanto al 

recurso presentado.
1
 El 20 de julio de 2016, Scotiabank 

presentó un Memorando en Oposición a la Expedición del 

Auto de Certiorari. 

II. 

-A- 

En lo sustantivo, el certiorari es un recurso 

extraordinario discrecional expedido por un tribunal 

superior a otro inferior, mediante el cual el primero 

está facultado para enmendar errores cometidos por el 

segundo, cuando “el procedimiento adoptado no esté de 

acuerdo con las prescripciones de la ley”. Artículo 

                                                 
1 El 13 de julio de 2016 emitimos una Resolución mediante la cual 

paralizamos los procedimientos en el Tribunal de Primera 

Instancia. 
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670 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 

3491.  

La Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 52.1, es la disposición que delimita 

las instancias en que el Tribunal de Apelaciones 

expedirá un recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia.  Asimismo, dispone los 

supuestos en que este foro intermedio podrá 

revisarlas, con carácter discrecional. Por su parte, 

la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los 

criterios que este foro debe tomar en consideración al 

atender una solicitud de expedición de este recurso 

discrecional. Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 

problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de los 

autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del 

litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 

  

No obstante, y a pesar de que la Regla 52.1, 

supra, no lo contempla, el certiorari también es el 

recurso apropiado para solicitar la revisión de 
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determinaciones post sentencia.  Véase, IG Builders et 

al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 339 (2012).  Explica el 

Tribunal Supremo que en estos supuestos la Regla 40 de 

nuestro Reglamento supra, adquiere mayor relevancia 

pues, de ordinario, “no están disponibles métodos 

alternos para asegurar la revisión de la determinación 

cuestionada”. Íd.  

-B- 

La Regla 51.7(a), 32 LPRA Ap. V, R. 51.7 (a), 

dispone todo lo relacionado al procedimiento a seguir 

en las ventas judiciales.  A tales efectos la referida 

regla dispone:    

(a) Aviso de venta. (…) 

(…) 

Dicho aviso será publicado, además, 

mediante edictos dos (2) veces en un diario 

de circulación general en el Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, y por espacio de 

dos (2) semanas consecutivas, con un 

intervalo de por lo menos siete días entre 

ambas publicaciones. Copia del aviso será 

enviada al(a la) deudor(a) por sentencia y a 

su abogado o abogada vía correo certificado 

con acuse de recibo dentro de los primeros 

cinco (5) días de publicado el primer 

edicto, siempre que haya comparecido al 

pleito… (…)Será nula toda venta judicial que 

se realice sin dar cumplimiento al aviso de 

venta en la forma indicada, sin perjuicio de 

la responsabilidad de la parte que promueva 

la venta sin cumplir con tal aviso. 

(…) 
 

El requisito de notificación por correo 

certificado con acuse de recibo tiene como propósito 

informar al demandado contra quien se ejecuta la 

sentencia de la celebración de la venta judicial. R&G 

Mortg. v. Sustache Rivera, 163 DPR 491, 497 (2004).    

El Tribunal Supremo estableció que los requisitos 

de publicación y notificación enumerados en la Regla 

51.7, supra, son requerimientos del debido proceso de 

ley. Lincoln Savs. Bank v. Figueroa,  124 DPR 388, 391 
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(1989); véase además CRUV v. Registrador, 117 DPR 662 

(1986).  Por consiguiente, el no publicar el aviso de 

venta en la forma indicada en la ley o incurrir en 

otros vicios o defectos sustanciales, tiene como 

efecto la nulidad de la subasta. Atanacia Corp. v. J. 

M. Saldaña, Inc., 133 DPR 284 (1993); Dapena Quiñones 

v. Vda. de Del Valle, 109 DPR 138, 141 (1979); R&G 

Mortg. v. Sustache Rivera, supra.  Cónsono con lo 

anterior es menester señalar que los defectos 

sustanciales que pueden anular una subasta, fueron 

expresados por el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

en Lincoln Savs. Bank v. Figueroa, supra, pág. 391–

392, y son aquellos que constituyen defectos 

fundamentales del edicto de subasta que generan la 

erosión de derechos presentes, entre otros, la falta 

de notificación a acreedores posteriores, error en la 

fecha de subasta, insuficiente publicación o 

deficiente descripción de la propiedad a realizarse. 

Tales vicios o defectos substanciales, 

inextricablemente ligados al debido proceso de ley, 

niegan validez jurídica al edicto, independientemente 

de que se demuestre perjuicio a alguna parte. Lincoln 

Savs. Bank v. Figueroa, supra.    

Como es sabido, el debido proceso de ley es un 

derecho fundamental consagrado tanto en nuestra 

Constitución, como en la Constitución Federal. 

Artículo II, Sec. 7, Const. ELA, LPRA, Tomo 1; Emda. V 

y XIV, Const. EE.UU.  Dicha garantía tiene dos 

vertientes, a saber, la sustantiva y la 

procesal. E.L.A. et al. v. Molina Figueroa, 186 DPR 

461, 470 (2012).  En su vertiente procesal, el debido 

proceso de ley asegura que la interferencia con los 
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intereses de libertad o propiedad de las personas se 

lleve a cabo mediante un procedimiento justo e 

imparcial. Ello exige que en todo procedimiento 

adversativo se cumplan ciertos requisitos, a saber: 

(1) la notificación adecuada de la reclamación 

presentada; (2) un proceso ante un juez imparcial; (3) 

la oportunidad de ser oído; (4) el derecho a 

contrainterrogar testigos y examinar la prueba 

presentada en su contra; (5) tener asistencia de 

abogado, y (6) que la decisión se base en el récord. 

Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., 133 DPR 

881, 889 (1993). Ahora bien, aun cuando este principio 

constitucional está cimentado en la protección de los 

derechos sustanciales que ostenta todo individuo en 

nuestra jurisdicción, su aplicabilidad responde a 

consideraciones prácticas y circunstanciales. 

Domínguez Talavera v. Tribunal Superior, 102 DPR 423, 

428 (1974).    

III. 

 En su recurso de certiorari, el peticionario 

imputó error al tribunal de primera instancia al no 

decretar la nulidad de la venta judicial a pesar de 

que el aviso de subasta no cumplió con la Regla 51.7 

de Procedimiento Civil, debido a que Scotiabank no 

notificó a la representación legal del deudor. Este 

error se cometió. Veamos. 

La Regla 51.7 de Procedimiento Civil, supra, 

claramente establece que la notificación de la venta 

judicial deberá hacerse tanto al deudor como a su 

representación legal.  Además, el referido artículo 

establece que será nula toda venta judicial que se 

realice sin dar cumplimiento a los requisitos del 



 
 

 
KLCE201601188    

 

9 

aviso conforme la Regla 51.7 de Procedimiento Civil, 

supra. 

En el presente caso, Scotiabank notificó el aviso 

de subasta al deudor, Antonio J. Saad Marrero mediante 

correo certificado con acuse de recibo. Sin embargo, 

el referido aviso no se notificó a su representación 

legal. Scotiabank admitió no haber notificado a la 

representación legal y alegó que se trató de un error 

involuntario. En su alegato, Scotiabank expuso que la 

falta de notificación a la representación legal del 

deudor no acarrea la nulidad de la venta judicial, más 

bien es únicamente la falta de notificación al deudor 

la que conllevaría la nulidad de la venta judicial. 

Dicha postura no puede ser avalada pues la falta de 

notificación tanto al deudor como a su representación 

legal claramente viola los preceptos del debido 

proceso de ley. Más aún cuando el deudor siempre 

compareció a través de su representación legal.  

La Regla 51.7 de Procedimiento Civil, supra, es 

clara al requerir la notificación al abogado o abogada 

del deudor vía correo certificado con acuse de recibo 

dentro de los primeros cinco (5) días de publicado el 

primer edicto. La Regla 57.1 de Procedimiento Civil, 

supra, establece expresamente que toda venta judicial 

es nula si el aviso de venta no se realiza conforme 

los requisitos establecidos en la citada regla.  

La parte recurrida argumenta de forma 

contradictoria en su escrito de oposición que procede 

la desestimación del recurso porque lo impugnado no 

puede ser revisado al crisol de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, para luego aceptar que 

dicha regla no es aplicable a dictámenes post 
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sentencia como es el cuestionado. Tal proceder es 

errático y no aceptable. Por otra parte, no fundamenta 

en derecho su postura sobre que la falta de 

notificación del aviso de venta judicial al abogado de 

la parte no es violatorio del debido proceso de ley. 

El caso citado de RG Mortgage Corp. v. Sustache 

Rivera, 163 DPR 491 (2004), que es a la sazón una 

Sentencia que no crea precedente, trata sobre una 

regla distinta (51.8(a) de Procedimiento Civil) y 

sobre un tema totalmente diferente. Igualmente es 

inaplicable a los hechos de este caso el caso de 

Hernández v Secretario, 164 DPR 390 (2005). Dicho 

esto, las partes deben ser sumamente cuidadosas cuando 

presentan sus posturas para evitar inducir a error a 

un tribunal. 

Puesto que el requisito de notificación al 

abogado del deudor no se realizó conforme los 

parámetros establecidos en la Regla 57.1 de 

Procedimiento Civil, supra, concluimos que el aviso de 

venta judicial adolece de un defecto insubsanable que 

acarrea su nulidad. Conforme a lo anterior, expedimos 

el auto de certiorari y REVOCAMOS la resolución 

recurrida.  

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, 

expedimos el auto de certiorari y REVOCAMOS la 

resolución recurrida. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica 

la Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


